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resumen ejecutivo

La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana

A PROPÓSITO DE LA 

 “Invitación para la elaboración de una  Política Integral y Sostenible de Seguridad Ciudadana y Promoción de la Paz Social en Costa Rica:  POLSEPAZ 2010: San José, 27 mayo de 2010”

1. La Presidencia de la República y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) hacen un llamado general, para participar en la elaboración de una “Política Integral y Sostenible de Seguridad Ciudadana y Promoción de la Paz Social en Costa Rica”
. Invitación que no fue cursada en particular a la Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana , organización que desde el año 2007 agrupa a sindicatos y colectivos de  la Policía de la Fuerza Pública del Ministerio de Seguridad Pública, los agentes de seguridad del Sistema Penitenciario del Ministerio de Justicia y Paz; la Policía de Investigación Criminalística del Organismo de Investigación Judicial del Poder Judicial; la Policía de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes; la Policía  de Migración  del Ministerio de Gobernación y Policía; la policía Fiscal del Ministerio de Hacienda y la Policía Municipal de la Municipalidad de San José. 
2. La policía es una  institución  fundamental  para  la  vigencia  del  Estado  de  Derecho  y  para  garantizar  la  seguridad  de  la  población.   Su  cobertura  nacional ,   la  importancia de  sus  funciones  y  la naturaleza de servicio público que presta a toda la población,  sin discriminación alguna,  facilita  una relación  y conocimiento sostenido  con  la totalidad de los  ciudadanos y habitantes del país
.
3. El país  hoy presenta  no sólo   índices  de  violencia, criminalidad   común y organizada muy altos sino que la percepción de inseguridad  en la población es mucho mayor y se acrecienta día a día conculcando con ello derechos fundamentales,  calidad de vida y ambiente apropiado para la producción, el trabajo y los negocios. 
4. Sostenidamente,   durante   décadas,   la  inseguridad   ha  desplazado  a los problemas de empleo, producción y desigualdad socioeconómica, como  la  principal preocupación señalada por  la  población a pesar de  la enorme imbricación que poseen
. A pesar de ello y como bien señala la Contraloría General de la República: 
“las administraciones que han gobernado el país desde hace aproximadamente 15 años ni han logrado un impacto significativo sobre la delincuencia, ni han podido garantizar la integralidad del enfoque y la continuidad  de los programas elaborados aplicados.”

5. Dada la importancia y significado que para el mejoramiento de la calidad de vida de los y las costarricenses podría eventualmente tener esta nueva iniciativa, la Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana acoge el llamado  general y se permite señalar desde el conocimiento y la actuación directa y cotidiana en materia de prevención, represión y atención de la criminalidad y la violencia,  aquellos aspectos que consideramos deben estar presentes en la política pública que se reclama respecto de las fuerzas de policía.
6. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana reitera que encuentra necesaria esta iniciativa de dotar al país de una verdadera política pública de seguridad ciudadana  y tenemos la mejor voluntad de señalar desde la perspectiva gremial policial de manera abierta y transparente, con el propósito y horizonte de colaborar en lo que podamos para mejorar la calidad de vida de los y las costarricenses, de aportar en algo y positivamente a esta iniciativa. Con esta perspectiva, presentamos una primera enunciación a la invitación general que se hace. 

7. Deseamos participar, pero esperamos estar frente a una invitación de buena fe, donde los Poderes del Estado que conforman el Gobierno de la República: Legislativo, Judicial y este Ejecutivo a cargo de doña Laura Chinchilla Miranda, muestre una conducta seria y responsable, y esté dispuesto a poner crítica y autocríticamente todas las cartas sobre la mesa. Solo se puede construir una política viable, eficaz, sustentable sobre la base de conocer y partir de la realidad institucional actual.

Nuestro marco de orientación 

8. Para la  Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana la seguridad ciudadana que todos clamamos   la define, desde 1949, la Constitución Política así como un conjunto numeroso de leyes que, vistas jerarquizadamente y como sistema, la instrumentan y, además, permiten una conducción gubernativa eficaz e integral para garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales de la ciudadanía si se quisiera y estuviésemos hablando en serio. 

9. Los Tratados Internacionales, particularmente en materia de Derechos Humanos así como la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos conforman también el marco socio/político/jurídico de obligado cumplimiento.
10. A ello se une el reciente Informe temático   sobre seguridad ciudadana y derechos humanos, que elaboró la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y publicó  el 31 de diciembre del 2009, mismo  que proponemos se adopte como marco general de referencia en este nuevo esfuerzo de participación ciudadana
.
11. La CIDH señala debilidades  que para la Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana sin duda son centro de gran preocupación y que pensamos debieran ser (ahora sí) elementos para la estrategia de operacionalización y ejecución de una política pública de seguridad ciudadana. Resaltemos, por ejemplo, con lo que ha pasado o dejado de pasar con la “la profesionalización y modernización de las fuerzas policiales” costarricenses. ¿Qué ha pasado en los últimos años respecto a elementos puntuales como lo es el mismo número de efectivos con que realmente se cuenta? ¿Qué pasó con los compromisos adquiridos? ¿Qué pasó por ejemplo  con el incremento de la fuerza policial en 800 efectivos por año sólo en el Ministerio de Seguridad que se ofrecieron en el 2006? ¿Bastan acaso 40 policías de migración para atender los problemas que en ese ámbito se producen?   ¿ 80 policías  fiscales para controlar la enorme evasión a lo largo y ancho del país? ¿900 oficiales de tránsito para un parque automotor de casi dos  millones  de vehículos?

12. Llevamos  más de 15 años utilizando el tema de la inseguridad con fines electoreros, clientelistas,  navegando en  la improvisación y excluyendo en su  concepción  y operación a sectores mayoritarios  de funcionarios involucrados cotidianamente, de la población,  sectores sociales, fuerzas políticas, académicas  y de la sociedad civil. 

13. Contamos  con el cuerpo normativo y conceptual  que señala la responsabilidad estatal-gubernamental ineludible  de desarrollar   las capacidades  necesarias  que permitan a la sociedad y la institucionalidad costarricense   responder  eficazmente a esos mandatos establecidos   mediante  acciones  de  prevención  y  de  represión  legítimas y efectivas  frente   al   crimen  y  la  violencia galopante que nos agobia.
14. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana  hace un llamado  a las autoridades gubernamentales concernidas en la elaboración de esa nueva política integral y sostenible de seguridad ciudadana   para que se incorporen propuestas , programas, planes , con sus respectivos presupuestos y fuentes de financiación , sistemas de evaluación  y mecanismos de fiscalización superior, que permitan garantizar a la ciudadanía una policía honesta,  profesional,  preparada  y  eficiente,   base  para  comenzar a recuperar y desarrollar  la  confianza  de  los  ciudadanos.

15. Al  hacerlo,  seguimos las recomendaciones del informe de la CIDH supra citado que señala entre otras cosas lo siguiente : 
 “La  Comisión  recuerda  que  la  doctrina  más  reconocida  en  la  región  menciona,  entre  los  derechos  de  los  miembros  de  las  fuerzas  policiales:  (1)  la  remuneración  justa,  que  permita  al  policía  y  a  su  familia  un  nivel  de  vida  digno,  teniendo  en  cuenta  los  peligros,  responsabilidades  y  situaciones  de  estrés  a  las  que  se  ve  enfrentado  por  su  accionar  cotidiano,  así  como  la  capacidad  técnica  que  su  profesión  le  exige;  (2)  condiciones  de  seguridad  e  higiene  en  el  trabajo;  (3)  respeto  al  horario  y  apoyo  psicológico  y  físico  necesarios;  (4)  el  régimen  de  descanso  y  vacaciones  proporcionales  al  desgaste  que  implica  su  labor  en  permanente  estrés;  (5)  el  deber  de  cumplimiento  de  órdenes  superiores  sólo  si  éstas  son  legales  y,  en  caso  contrario,  el  derecho  a  oponerse  a  ellas,  no  pudiéndose  aplicar  medida  penal  o  disciplinaria  alguna  al  funcionario  que  rehúsa  una  orden  ilegal  o  violatoria  de  derechos humanos;  (6)  recibir,  de  modo  permanente,  la  formación  adecuada  al  cumplimiento  de  sus  funciones,  estableciendo  una  carrera  policial  que  sea  el  soporte  académico‐profesional  de  la  transformación  cultural.   Los  hombres  y  mujeres  que  integran  las  fuerzas  policiales  deben  recibir  una  capacitación  y  formación  operativa  permanente  en  derechos  humanos,  que  sea  exhaustiva  en  materia  de  evaluación  táctica  del  peligro,  de  modo  que  puedan  determinar  en  cada  situación  si  el  uso  de  la  fuerza,  incluida  la  fuerza  letal,  es  proporcionado,  necesario  y  lícito.”

16. “También  en  cuanto  los  derechos  del  personal  de  las  fuerzas  policiales,  es  imprescindible  referirse  al  ejercicio  de  la  libertad  sindical.  En  este  sentido,  los  Estados  Miembros  deben  garantizar  al  personal  que  integra  las  fuerzas  policiales  derecho  de  asociarse  para  la  defensa  de  sus  derechos  profesionales,  conforme  a  lo  establecido  en  el  ordenamiento  jurídico  internacional.”
   

17. Por ello, esperamos  esas propuestas concretas , mismas que de acuerdo al Decreto Ejecutivo de convocatoria se hará en el mes de agosto
 para pronunciarnos  e instamos a que  respondan ,  respecto del ámbito policial,  al menos a los siguientes aspectos: 

· La  profesionalización  y  modernización  efectiva de todas  las  fuerzas  policiales. 
· La adopción de una  doctrina  policial que oriente las actuaciones de todas  las  fuerzas  policiales hacia modelos proactivos de trabajo policial y sustituya la preeminencia del trabajo reactivo, las improvisaciones o la copia acrítica y parcial de modelos de actuación que se corresponden con realidades ajenas. 
· La dotación del equipamiento, infraestructura y medios para efectuar sus labores de acuerdo a la doctrina y el modelo de actuación.
· La   puesta en operación de la Plataforma de Información Policial  y la delimitación de los indicadores de gestión para su funcionamiento

· El respeto por la carrera policial,  escalas salariales equilibradas, sistemas de selección,  promoción e idoneidad para ocupar los cargos superando el enquistado clientelismo político y reduciendo los riesgos de corrupción. 

· Escalas salariales  que dignifiquen   el  trabajo  y  atraiga  al  personal  adecuado
· El desarrollo de  programas y pensum de estudios  de formación y actualización permanentes dirigidas a los actuales y nuevos integrantes según las necesidades de las diversas  fuerzas policiales: vg. fuerza pública, investigación criminal, policía fiscal, de migración, municipal, de fronteras. 

· Especial mención cabe   hacer a la formación y equipamiento así como el establecimiento de los límites democráticos a   las actividades de inteligencia policial que requieren en especial  las fuerzas policiales especializadas encargadas de prevenir, disuadir y reprimir delincuencia organizada relacionada con delitos de drogas, trata y tráfico de personas, sicariato, corrupción pública, delitos  fiscales, entre otros.

· La adecuada distribución de los recursos humanos y materiales de la policía para que responda a las necesidades reales del conjunto de  la población en todo el territorio nacional y de acuerdo a un modelo proactivo de trabajo que permita determinar con  solvencia la cantidad de efectivos necesarios en cada ámbito de trabajo policial.

· La  infraestructura  especializada  para  brindar  un  servicio  de  calidad   según  las  necesidades  de  aquellos  sectores  de  la  población  más  vulnerables  frente  a  la  violencia  y  el  delito,  como  las  mujeres;  los  niños,  niñas  y  adolescentes;  la  población  indígena  y  afrodescendiente, la  población  migrante y otros colectivos discriminados.  

· El  sistema  de  protección  de  los  derechos  laborales  del  personal  de  las  fuerzas  policiales limitando el abuso sistemático del régimen de excepción.

· Mecanismos  efectivos  de  rendición  de  cuentas,  que  aseguren  una  gestión  transparente  y  favorezcan el acercamiento  de la policía  a la ciudadanía y  diferentes  modalidades  de  control  por  parte  de  la  ciudadanía.  

· La  regulación, el registro,  control, información sobre contratos y requisitos de formación y  acreditación de los servicios de seguridad privada frente a una  apertura a una  privatización creciente, desordenada   y descontrolada  de   servicios  de  seguridad.

· Revisión profunda del  apoyo  policial a  otras  instituciones  públicas  o  entidades   que poco tienen  que  ver,  directa   o  indirectamente,   con  la  seguridad  ciudadana de las personas. 
18. Sin  la creación de esas condiciones mínimas en la policía  para reconocer y enfrentar colectivamente los retos que el momento demanda en materia de seguridad ciudadana se reduce la gobernabilidad a una precaria estabilidad política que acrecienta las brechas, fragmenta a la sociedad, repite  errores e impide reducir significativamente  la criminalidad y la violencia.
19. Si las fuerzas sociales,  políticas  y la opinión pública no reconocen la necesidad y el valor social de la función policial pública será muy difícil  esperar resultados diferentes sobre la base de seguir haciendo lo mismo en cada vez más  precarias condiciones.
20. Una  sociedad con instituciones policiales sanas procura seguridad, facilita los intercambios sociales y económicos, disminuye los costos de transacción, incentiva la economía, fomenta la participación política y la integración social.  Un cambio institucional implica no sólo cambios en el  discurso, legislativos o normativos sino también en el capital social y la  cultura organizacional en el sector policial que supere los modelos mentales y operativos gubernativos subyacentes.

21. La  policía actúa en un núcleo estratégico del Estado y sus funciones le son exclusivas porque implican entre otras cosas, el ejercicio del poder y la autoridad  para garantizar el cumplimiento de las leyes y  las políticas tendientes a garantizar y proteger los derechos de la ciudadanía. Se trata de  la provisión de servicios públicos  puros. Constituye  un  servicio público   de  gran  importancia social  y,  en  consecuencia,  es preciso  atender  las  condiciones  de  trabajo  y  la  situación  de  estos funcionarios(as).
22. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana  desea hablar en serio de seguridad ciudadana,  estamos en la mejor disposición de contribuir y coadyuvar en la construcción del capital social que se necesita para actuar. Capacidad  hay en el país para echar a andar soluciones concretas a problemas concretos. El Ejecutivo cuenta con tres y medio  años por delante, ya se han perdido  muchos meses caminando  hacia ninguna parte, profundizando la senda de la desigualdad,  la inseguridad y la  violencia.
23. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana  hace  un llamado en este mismo sentido  a la cooperación internacional para que reflexione sobre su participación en estas iniciativas. Los organismos que responden a mandatos y recomendaciones del sistema universal de derechos humanos  deben seriamente plantearse   si lo que están llamados a  apoyar es al conjunto del Estado costarricense, en él,  una política pública de seguridad ciudadana integral y sostenible  y en ella,  la impostergable profesionalización y  modernización  efectiva de todas  las  fuerzas  policiales. 
La dignificación, el reconocimiento, la   profesionalización  y  modernización  efectiva del trabajo policial  en el Estado costarricense  son imperativos
documento completo

La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana

A PROPÓSITO DE LA 

 “Invitación para la elaboración de una  Política Integral y Sostenible de Seguridad Ciudadana y Promoción de la Paz Social en Costa Rica:  POLSEPAZ 2010: San José, 27 mayo de 2010”

24. La Presidencia de la República y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) hacen un llamado general, para participar en la elaboración de una “Política Integral y Sostenible de Seguridad Ciudadana y Promoción de la Paz Social en Costa Rica”
. Invitación que no fue cursada en particular a la Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana , organización que desde el año 2007 , agrupa a sindicatos y colectivos de  la Policía de la Fuerza Pública del Ministerio de Seguridad Pública, los agentes de seguridad del Sistema Penitenciario del Ministerio de Justicia y Paz; la Policía de Investigación Criminalística del Organismo de Investigación Judicial del Poder Judicial; la Policía de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes; la Policía  de Migración  del Ministerio de Gobernación y Policía; la policía Fiscal del Ministerio de Hacienda y la Policía Municipal de la Municipalidad de San José. 
25. La policía es una  institución  fundamental  para  la  vigencia  del  Estado  de  Derecho  y  para  garantizar  la  seguridad  de  la  población.   Su  cobertura  nacional ,   la  importancia de  sus  funciones  y  la naturaleza de servicio público que presta a toda la población,  sin discriminación alguna,  facilita  una relación  y conocimiento sostenido  con  la totalidad de los  ciudadanos y habitantes del país
.
26. El país  hoy presenta  no sólo   índices  de  violencia, criminalidad   común y organizada muy altos sino que la percepción de inseguridad  en la población es mucho mayor y se acrecienta día a día conculcando con ello derechos fundamentales,  calidad de vida y ambiente apropiado para la producción, el trabajo y los negocios. 
27. Sostenidamente,   durante   décadas,   la  inseguridad   ha  desplazado  a los problemas de empleo, producción y desigualdad socioeconómica, como  la  principal preocupación señalada por  la  población a pesar de  la enorme imbricación que poseen
. A pesar de ello y como bien señala la Contraloría General de la República: 
“las administraciones que han gobernado el país desde hace aproximadamente 15 años ni han logrado un impacto significativo sobre la delincuencia, ni han podido garantizar la integralidad del enfoque y la continuidad  de los programas elaborados aplicados.”

28. Dada la importancia y significado que para el mejoramiento de la calidad de vida de los y las costarricenses podría eventualmente tener esta nueva iniciativa, la Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana acoge el llamado  general y se permite señalar desde el conocimiento y la actuación directa y cotidiana en materia de prevención, represión y atención de la criminalidad y la violencia,  aquellos aspectos que consideramos deben estar presentes en la política pública que se reclama respecto de las fuerzas de policía.
29. Nuestra aceptación no es incondicional, no omitimos señalar que tenemos muchas dudas en relación a la metodología planteada, la conceptualización del documento de consulta  así como la viabilidad política, representatividad y participación.
30. Encontramos que esta propuesta y actividad no es nueva: no solo los gobiernos y el PNUD vienen al menos desde 2004 trabajando en el país directamente sobre este tema sino que, además, durante estos seis años pasados los consultores contratados y las autoridades gubernamentales participantes son básicamente las mismas personas, encabezando la lista la propia Presidenta de la República doña Laura Chinchilla Miranda. De ahí que reproduzcamos la expresión de un ciudadano que el mismo PNUD recupera en uno de sus informes anteriores: “¿Esto es otro diagnostiquito? Ya estamos cansados. Sólo preguntas y nada de respuestas.(2005)” 

31. El propio documento POLSEPAZ 2010 desvela que la consulta a la que ahora invitan las autoridades gubernamentales para diagnosticar y buscar soluciones mediante una política pública a la inseguridad en el país, no es novedad. Como tampoco es nuevo el vínculo con las consultorías y la cooperación internacional a través del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) que se refleja por  ejemplo en los análisis derivados de la “Encuesta Nacional de Seguridad Ciudadana” de 2004, el “Informe Nacional de Desarrollo Humano para Costa Rica” de 2005, la  “Encuesta Nacional de Seguridad Ciudadana, Costa Rica 2006” de 2006, el proyecto “Creación de entornos seguros” que arrancó en el 2005, entre otros.

32. Por eso no es accidental la duda que  nos hace preguntarnos: ¿estaremos de nuevo frente al mismo escenario, la misma obra, los mismos actores, el mismo desenlace? ¿No sería lógico, productivo y transparente, antes de decir o pensar a futuro que se explicitara, que se rindiera cuenta sobre qué es lo que ha pasado con  todos esos esfuerzos anteriores y por qué todavía la política nacional que se pretende no se ha concretado:

 “…, como está ocurriendo en los últimos años, la criminalidad y la inseguridad constituyen en Costa Rica el principal problema social, se invoca una vez más la necesidad de dotar al país de una política integral y sostenible de seguridad ciudadana, actualmente inexistente”. (Resaltado nuestro).

33. Se reconoce ahora (directa e indirectamente, explícita e implícitamente) que, más allá de la publicidad de la Administración Arias Sánchez 2006 – 2010, en general, y de la propaganda electoral de doña Laura Chinchilla Miranda como candidata presidencial, en particular, no se ha contado y no cuenta el Gobierno con una propuesta de  política integral en materia de seguridad ciudadana. ¿Qué ha pasado, entonces, con los anteriores esfuerzos? ¿Qué dice que este nuevo llamado, que hacen las mismas instituciones y las mismas personas, no tenga el mismo destino que los anteriores? 

34. Tenemos, pues, a partir del documento POLSEPAZ 2010, que el año 2004 se debiese considerar punto de partida ineludible para evaluar  si los problemas de inseguridad  identificados, cuantificados, cualificados y analizados abundantemente en aquella y en sucesivas oportunidades, han variado sustancialmente y  si las acciones gubernamentales emprendidas han dado resultado. Pero esto no se hace. El documento base de POLSEPAZ 2010 no lo hace y con ello esquiva conocer y acreditar si lo que se propuso como respuesta estatal o soluciones en el 2004 y el 2006 a los problemas encontrados se hizo o no, si se hizo cuáles fueron los resultados, si fueron evaluados y si no se hizo cuáles fueron las razones, motivos o circunstancias que lo impidieron. Creemos que rendir cuentas de lo hecho o dejado de hacer es una condición indispensable para proyectarse con seriedad para pensar el futuro.
35. En lo particular, la ausencia de esa evaluación  de lo que ha pasado y ocurre en el ámbito policial -que no se limita a la Fuerza Pública sino que de acuerdo con la Ley comprende  también a la Guardia de Asistencia Rural, la Policía encargada del control de drogas no autorizadas y de actividades conexas; la Policía de Fronteras, la Policía de Migración y Extranjería, la Policía del Control Fiscal, la Dirección de Seguridad del Estado, la Policía de Tránsito, la Policía Penitenciaria, el Organismo de Investigación Judicial-, facilita  caer en la trampa de las generalizaciones que impiden atender las manifestaciones particulares y los ámbitos de responsabilidad concretos que se rehúsan garantizar la seguridad de los habitantes.
36. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana reitera que encuentra necesaria esta iniciativa de dotar al país de una verdadera política pública de seguridad ciudadana  y tenemos la mejor voluntad de señalar desde la perspectiva gremial policial de manera abierta y transparente, con el propósito y horizonte de colaborar en lo que podamos para mejorar la calidad de vida de los y las costarricenses, de aportar en algo y positivamente a esta iniciativa. Con esta perspectiva, presentamos una primera enunciación a la invitación general que se hace. 

37. Deseamos participar, pero esperamos estar frente a una invitación de buena fe, donde los Poderes del Estado que conforman el Gobierno de la República: Legislativo, Judicial y este Ejecutivo a cargo de doña Laura Chinchilla Miranda, muestre una conducta seria y responsable, y esté dispuesto a poner crítica y autocríticamente todas las cartas sobre la mesa. Solo se puede construir una política viable, eficaz, sustentable sobre la base de conocer y partir de la realidad institucional actual.

Nuestro marco de orientación 

38. Para la  Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana la seguridad ciudadana que todos clamamos   la define, desde 1949, la Constitución Política así como un conjunto numeroso de leyes que, vistas jerarquizadamente y como sistema, la instrumentan y, además, permiten una conducción gubernativa eficaz e integral para garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales de la ciudadanía si se quisiera y estuviésemos hablando en serio. 

39. Los Tratados Internacionales, particularmente en materia de Derechos Humanos así como la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos conforman también el marco socio/político/jurídico de obligado cumplimiento.

40. A ello se une el reciente Informe temático   sobre seguridad ciudadana y derechos humanos, que elaboró la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y publicó  el 31 de diciembre del 2009, mismo  que proponemos se adopte como marco general de referencia en este nuevo esfuerzo de participación ciudadana
.

41. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos hace una enorme (y afirmaríamos, vinculante) contribución con su Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos, abarcando y pronunciándose sobre, nos aparece a nosotros, todos los aspectos y elementos esenciales que debe tener la eventual política pública en seguridad ciudadana objeto de la invitación de POLSEPAZ 2010. Resalta la Comisión debilidades o falencias que de inmediato podemos asociar con Costa Rica:
“En este sentido, la CIDH señala su preocupación por las debilidades históricas en la creación de una institucionalidad en la región conducente a una adecuada gestión estatal en esta materia. Estas dificultades se verifican, especialmente, en las siguientes áreas temáticas: (1) la atención a las víctimas de la violencia y el delito; (2) la privatización de los servicios de seguridad; (3) la gobernabilidad de la seguridad ciudadana; (4) la profesionalización y modernización de las fuerzas policiales; y (5) la intervención de las fuerzas armadas en tareas de seguridad ciudadana.”
42. Debilidades que para la Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana sin duda son centro de gran preocupación y que pensamos debieran ser (ahora sí) elementos para la estrategia de operacionalización y ejecución de una política pública de seguridad ciudadana. Resaltemos, por ejemplo, con lo que ha pasado o dejado de pasar con la “la profesionalización y modernización de las fuerzas policiales” costarricenses. ¿Qué ha pasado en los últimos años respecto a elementos puntuales como lo es el mismo número de efectivos con que realmente se cuenta? ¿Qué pasó con los compromisos adquiridos? ¿Qué pasó por ejemplo  con el incremento de la fuerza policial en 800 efectivos por año sólo en el Ministerio de Seguridad que se ofrecieron en el 2006? ¿Bastan acaso 40 policías de migración para atender los problemas que en ese ámbito se producen?   ¿ 80 policías  fiscales para controlar la enorme evasión a lo largo y ancho del país? ¿900 oficiales de tránsito para un parque automotor de casi dos  millones  de vehículos?

43. Llevamos  más de 15 años utilizando el tema de la inseguridad con fines electoreros, clientelistas,  navegando en  la improvisación y excluyendo en su  concepción  y operación a sectores mayoritarios  de funcionarios involucrados cotidianamente, de la población,  sectores sociales, fuerzas políticas, académicas  y de la sociedad civil. 

44. Contamos  con el cuerpo normativo y conceptual  que señala la responsabilidad estatal-gubernamental ineludible  de desarrollar   las capacidades  necesarias  que permitan a la sociedad y la institucionalidad costarricense   responder  eficazmente a esos mandatos establecidos   mediante  acciones  de  prevención  y  de  represión  legítimas y efectivas  frente   al   crimen  y  la  violencia galopante que nos agobia.

45. Se nos pide participar en la construcción de una política integral y sostenible de seguridad ciudadana, pero para ello debe cumplirse con el carácter sustentable que  indica la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 

“ Por otra parte, necesariamente las políticas públicas deben ser sustentables, debido a que, por su naturaleza, requieren tiempos de ejecución en el mediano y largo plazo. Esta característica significa que la implementación de una política pública no puede medirse de acuerdo a la duración de un período de gobierno. En consecuencia, cualquier clase de política pública sobre seguridad ciudadana requiere, para ser verdaderamente eficaz, sostenerse en fuertes consensos políticos y amplios acuerdos sociales, aspecto que es también central para el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática en la región. La construcción de una política sustentable sobre seguridad ciudadana enfrenta obstáculos a partir de la manipulación de la inseguridad subjetiva con objetivos exclusivamente político - partidarios, escenario que se advierte claramente en algunos países de la región durante los períodos electorales. Esto no significa que pueda existir algún tema vedado para el amplio debate público. Por el contrario, el intercambio de ideas, las presentación de propuestas alternativas para solucionar los grandes temas que concitan la preocupación de las personas que viven en una sociedad, y la demanda ciudadana orientada a la rendición de cuentas de las autoridades públicas, son elementos constitutivos de una sociedad democrática. Sin embargo, la Comisión anota que en el hemisferio, en los últimos años, y a partir de la alta sensibilidad de la población frente al impacto de los actos de violencia o el crecimiento de determinados delitos, puede verificarse un manejo del tema de la inseguridad ciudadana se relaciona más con el desarrollo de debates electorales con interés en el corto plazo, que en el objetivo de informar adecuadamente a la sociedad y de convocar a las instituciones públicas, las organizaciones sociales, medios masivos de comunicación y a la comunidad en general, a reflexionar sobre los factores que inciden sobre esta problemática, y sobre las medidas realmente eficaces para mejorar las condiciones de vida de la población frente a la amenaza de la violencia y el delito.”

46. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana  hace un llamado  a las autoridades gubernamentales concernidas en la elaboración de esa nueva política integral y sostenible de seguridad ciudadana   para que se incorporen propuestas , programas, planes , con sus respectivos presupuestos y fuentes de financiación , sistemas de evaluación  y mecanismos de fiscalización superior, que permitan garantizar a la ciudadanía una policía honesta,  profesional,  preparada  y  eficiente,   base  para  comenzar a recuperar y desarrollar  la  confianza  de  los  ciudadanos.

47. Al  hacerlo,  seguimos las recomendaciones del informe de la CIDH supra citado que señala entre otras cosas lo siguiente : 
 “La  Comisión  recuerda  que  la  doctrina  más  reconocida  en  la  región  menciona,  entre  los  derechos  de  los  miembros  de  las  fuerzas  policiales:  (1)  la  remuneración  justa,  que  permita  al  policía  y  a  su  familia  un  nivel  de  vida  digno,  teniendo  en  cuenta  los  peligros,  responsabilidades  y  situaciones  de  estrés  a  las  que  se  ve  enfrentado  por  su  accionar  cotidiano,  así  como  la  capacidad  técnica  que  su  profesión  le  exige;  (2)  condiciones  de  seguridad  e  higiene  en  el  trabajo;  (3)  respeto  al  horario  y  apoyo  psicológico  y  físico  necesarios;  (4)  el  régimen  de  descanso  y  vacaciones  proporcionales  al  desgaste  que  implica  su  labor  en  permanente  estrés;  (5)  el  deber  de  cumplimiento  de  órdenes  superiores  sólo  si  éstas  son  legales  y,  en  caso  contrario,  el  derecho  a  oponerse  a  ellas,  no  pudiéndose  aplicar  medida  penal  o  disciplinaria  alguna  al  funcionario  que  rehúsa  una  orden  ilegal  o  violatoria  de  derechos humanos;  (6)  recibir,  de  modo  permanente,  la  formación  adecuada  al  cumplimiento  de  sus  funciones,  estableciendo  una  carrera  policial  que  sea  el  soporte  académico‐profesional  de  la  transformación  cultural.   Los  hombres  y  mujeres  que  integran  las  fuerzas  policiales  deben  recibir  una  capacitación  y  formación  operativa  permanente  en  derechos  humanos,  que  sea  exhaustiva  en  materia  de  evaluación  táctica  del  peligro,  de  modo  que  puedan  determinar  en  cada  situación  si  el  uso  de  la  fuerza,  incluida  la  fuerza  letal,  es  proporcionado,  necesario  y  lícito.”

48. “También  en  cuanto  los  derechos  del  personal  de  las  fuerzas  policiales,  es  imprescindible  referirse  al  ejercicio  de  la  libertad  sindical.  En  este  sentido,  los  Estados  Miembros  deben  garantizar  al  personal  que  integra  las  fuerzas  policiales  derecho  de  asociarse  para  la  defensa  de  sus  derechos  profesionales,  conforme  a  lo  establecido  en  el  ordenamiento  jurídico  internacional.”
   

49. Por ello, esperamos  esas propuestas concretas , mismas que de acuerdo al Decreto Ejecutivo de convocatoria se hará en el mes de agosto
 para pronunciarnos  e instamos a que  respondan ,  respecto del ámbito policial,  al menos a los siguientes aspectos: 

· La  profesionalización  y  modernización  efectiva de todas  las  fuerzas  policiales. 
· La adopción de una  doctrina  policial que oriente las actuaciones de todas  las  fuerzas  policiales hacia modelos proactivos de trabajo policial y sustituya la preeminencia del trabajo reactivo, las improvisaciones o la copia acrítica y parcial de modelos de actuación que se corresponden con realidades ajenas. 
· La dotación del equipamiento, infraestructura y medios para efectuar sus labores de acuerdo a la doctrina y el modelo de actuación.
· La   puesta en operación de la Plataforma de Información Policial  y la delimitación de los indicadores de gestión para su funcionamiento

· El respeto por la carrera policial,  escalas salariales equilibradas, sistemas de selección,  promoción e idoneidad para ocupar los cargos superando el enquistado clientelismo político y reduciendo los riesgos de corrupción. 

· Escalas salariales  que dignifiquen   el  trabajo  y  atraiga  al  personal  adecuado
· El desarrollo de  programas y pensum de estudios  de formación y actualización permanentes dirigidas a los actuales y nuevos integrantes según las necesidades de las diversas  fuerzas policiales: vg. fuerza pública, investigación criminal, policía fiscal, de migración, municipal, de fronteras. 

· Especial mención cabe   hacer a la formación y equipamiento así como el establecimiento de los límites democráticos a   las actividades de inteligencia policial que requieren en especial  las fuerzas policiales especializadas encargadas de prevenir, disuadir y reprimir delincuencia organizada relacionada con delitos de drogas, trata y tráfico de personas, sicariato, corrupción pública, delitos  fiscales, entre otros.

· La adecuada distribución de los recursos humanos y materiales de la policía para que responda a las necesidades reales del conjunto de  la población en todo el territorio nacional y de acuerdo a un modelo proactivo de trabajo que permita determinar con  solvencia la cantidad de efectivos necesarios en cada ámbito de trabajo policial.

· La  infraestructura  especializada  para  brindar  un  servicio  de  calidad   según  las  necesidades  de  aquellos  sectores  de  la  población  más  vulnerables  frente  a  la  violencia  y  el  delito,  como  las  mujeres;  los  niños,  niñas  y  adolescentes;  la  población  indígena  y  afrodescendiente, la  población  migrante y otros colectivos discriminados.  

· El  sistema  de  protección  de  los  derechos  laborales  del  personal  de  las  fuerzas  policiales limitando el abuso sistemático del régimen de excepción.

· Mecanismos  efectivos  de  rendición  de  cuentas,  que  aseguren  una  gestión  transparente  y  favorezcan el acercamiento  de la policía  a la ciudadanía y  diferentes  modalidades  de  control  por  parte  de  la  ciudadanía.  

· La  regulación, el registro,  control, información sobre contratos y requisitos de formación y  acreditación de los servicios de seguridad privada frente a una  apertura a una  privatización creciente, desordenada   y descontrolada  de   servicios  de  seguridad.

· Revisión profunda del  apoyo  policial a  otras  instituciones  públicas  o  entidades   que poco tienen  que  ver,  directa   o  indirectamente,   con  la  seguridad  ciudadana de las personas. 
50. Sin  la creación de esas condiciones mínimas en la policía  para reconocer y enfrentar colectivamente los retos que el momento demanda en materia de seguridad ciudadana se reduce la gobernabilidad a una precaria estabilidad política que acrecienta las brechas, fragmenta a la sociedad, repite  errores e impide reducir significativamente  la criminalidad y la violencia.
51. Si las fuerzas sociales,  políticas  y la opinión pública no reconocen la necesidad y el valor social de la función policial pública será muy difícil  esperar resultados diferentes sobre la base de seguir haciendo lo mismo en cada vez más  precarias condiciones.
52. Una  sociedad con instituciones policiales sanas procura seguridad, facilita los intercambios sociales y económicos, disminuye los costos de transacción, incentiva la economía, fomenta la participación política y la integración social.  Un cambio institucional implica no sólo cambios en el  discurso, legislativos o normativos sino también en el capital social y la  cultura organizacional en el sector policial que supere los modelos mentales y operativos gubernativos subyacentes.

53. La  policía actúa en un núcleo estratégico del Estado y sus funciones le son exclusivas porque implican entre otras cosas, el ejercicio del poder y la autoridad  para garantizar el cumplimiento de las leyes y  las políticas tendientes a garantizar y proteger los derechos de la ciudadanía. Se trata de  la provisión de servicios públicos  puros. Constituye  un  servicio público   de  gran  importancia social  y,  en  consecuencia,  es preciso  atender  las  condiciones  de  trabajo  y  la  situación  de  estos funcionarios(as).
54. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana  desea hablar en serio de seguridad ciudadana,  estamos en la mejor disposición de contribuir y coadyuvar en la construcción del capital social que se necesita para actuar. Capacidad  hay en el país para echar a andar soluciones concretas a problemas concretos. El Ejecutivo cuenta con tres y medio  años por delante, ya se han perdido  muchos meses caminando  hacia ninguna parte, profundizando la senda de la desigualdad,  la inseguridad y la  violencia.
55. La Unidad sindical por los derechos laborales y la seguridad ciudadana  hace  un llamado en este mismo sentido  a la cooperación internacional para que reflexione sobre su participación en estas iniciativas. Los organismos que responden a mandatos y recomendaciones del sistema universal de derechos humanos  deben seriamente plantearse   si lo que están llamados a  apoyar es al conjunto del Estado costarricense, en él,  una política pública de seguridad ciudadana integral y sostenible  y en ella,  la impostergable profesionalización y  modernización  efectiva de todas  las  fuerzas  policiales. 
La dignificación, el reconocimiento, la   profesionalización  y  modernización  efectiva del trabajo policial  en el Estado costarricense  son imperativos
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� Al respecto, la Defensoría de los Habitantes en forma conteste ha señalado que la efectividad del accionar


policial no depende únicamente de la cantidad de agentes de policía disponibles, sino que es indispensable la evaluación


y corrección de los criterios empleados, tanto para la distribución de los recursos y del personal en las diversas comunidades del país, como para la definición de la naturaleza de las acciones policiales, realizadas por la Fuerza Pública y los criterios técnicos empleados para determinar cuáles son sus prioridades de acción”. Informe Anual de la Defensoría de los Habitantes 2009-2010
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� Artículo 6.- Todos estos procesos tendrán lugar durante los primeros 100 días de la presente administración, y sus resultados se presentarán en actos organizados para tal propósito a más tardar en el mes de agosto del presente año. Decreto de convocatoria a la consulta DECRETO Nº 36021 – MSP del 8 de mayo del 2010








� Número total de personal de seguridad pública  y de seguridad privada  2001-2008


Número /año�
2001�
2002�
2003�
2004�
2005�
2006�
2007�
2008�
�
Seguridad privada �
1.171�
1.550�
2.246�
10.446�
9.525�
9.926�
9.077�
18.952�
�
Seguridad pública �
9.791�
9.785�
9.719�
9.825�
9.799�
9.795�
10.592�
11.114�
�
Fuente: Compendio de Estadísticas del Programa Estado de la Nación. Datos primarios. Personal de seguridad pública: Plazas de policías o personal de seguridad pública incluidas en el presupuesto del Ministerio de Seguridad Pública. Licencias otorgadas a oficiales de seguridad privada: En diciembre del año 2003 entró en vigencia la Ley 8395, de Servicios de Seguridad Privada, la cual establece como requisito para el desempeño de esta labor el sexto grado aprobado en la educación primaria, hecho que explica el aumento del 2004. Antes de esta fecha la actividad se regía por la Ley 7410, Ley General de Policía, la cual establecía como requisito el tercer año de secundaria aprobado. Cabe advertir que entre el 2001 y el 2006  el número de personal de seguridad  pública  se incrementó en apenas 4 personas.


Adicionalmente, según informa la prensa, existen hoy más de 900 agencias de seguridad privada que dan empleo a unos 35 mil oficiales, casi el doble de los que reporta el Estado de la Nación. Pero existe una cantidad similar de guardas que realiza esa función de manera ilegal o clandestina con lo cual  se calcula que la cifra oculta es enorme. �HYPERLINK "http://www.diarioextra.com/2010/junio/15/nacionales12.php"�http://www.diarioextra.com/2010/junio/15/nacionales12.php�
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� Intervención de un joven en los trabajos grupales  para   los diagnósticos cantonales puestos en marcha en el  año 2005 y denominado  “Los cantones cuentan: principales hallazgos sobre seguridad ciudadana en diez cantones de Costa Rica”  efectuada conjuntamente por el Ministerio de Seguridad Pública con Fernando Berrocal de Ministro, el Ministerio de Justicia y Gracia  con Laura Chinchilla de Ministra  y Lara Blanco  como Coordinadora del PNUD.
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� Inter‐American  Commission  on  Human  Rights.     Informe  sobre  seguridad  ciudadana  y  derechos  humanos  =  Report  on  citizen  security  and  human  rights  /  Inter‐American  Commission  on  Human  Rights.    p.;  cm.  (OEA  documentos  oficiales  ;  OEA/Ser.L)(OAS  official  records  ;  OEA/Ser.L) 31  diciembre  2009  Original:  Español  . Informe que respondió el Gobierno de Costa Rica el 1 y 27 de febrero y el 30 de abril del 2008.





� Al respecto, la Defensoría de los Habitantes en forma conteste ha señalado que la efectividad del accionar


policial no depende únicamente de la cantidad de agentes de policía disponibles, sino que es indispensable la evaluación


y corrección de los criterios empleados, tanto para la distribución de los recursos y del personal en las diversas comunidades del país, como para la definición de la naturaleza de las acciones policiales, realizadas por la Fuerza Pública y los criterios técnicos empleados para determinar cuáles son sus prioridades de acción”. Informe Anual de la Defensoría de los Habitantes 2009-2010





� Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Op. Cit. Página 26.


� Idem. Página 39.


� Idem.


� Artículo 6.- Todos estos procesos tendrán lugar durante los primeros 100 días de la presente administración, y sus resultados se presentarán en actos organizados para tal propósito a más tardar en el mes de agosto del presente año. Decreto de convocatoria a la consulta DECRETO Nº 36021 – MSP del 8 de mayo del 2010








� Número total de personal de seguridad pública  y de seguridad privada  2001-2008


Número /año�
2001�
2002�
2003�
2004�
2005�
2006�
2007�
2008�
�
Seguridad privada �
1.171�
1.550�
2.246�
10.446�
9.525�
9.926�
9.077�
18.952�
�
Seguridad pública �
9.791�
9.785�
9.719�
9.825�
9.799�
9.795�
10.592�
11.114�
�
Fuente: Compendio de Estadísticas del Programa Estado de la Nación. Datos primarios. Personal de seguridad pública: Plazas de policías o personal de seguridad pública incluidas en el presupuesto del Ministerio de Seguridad Pública. Licencias otorgadas a oficiales de seguridad privada: En diciembre del año 2003 entró en vigencia la Ley 8395, de Servicios de Seguridad Privada, la cual establece como requisito para el desempeño de esta labor el sexto grado aprobado en la educación primaria, hecho que explica el aumento del 2004. Antes de esta fecha la actividad se regía por la Ley 7410, Ley General de Policía, la cual establecía como requisito el tercer año de secundaria aprobado. Cabe advertir que entre el 2001 y el 2006  el número de personal de seguridad  pública  se incrementó en apenas 4 personas.


Adicionalmente, según informa la prensa, existen hoy más de 900 agencias de seguridad privada que dan empleo a unos 35 mil oficiales, casi el doble de los que reporta el Estado de la Nación. Pero existe una cantidad similar de guardas que realiza esa función de manera ilegal o clandestina con lo cual  se calcula que la cifra oculta es enorme. �HYPERLINK "http://www.diarioextra.com/2010/junio/15/nacionales12.php"�http://www.diarioextra.com/2010/junio/15/nacionales12.php�
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